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RESUMEN 
 
En este artículo, mediante un enfoque metodológico comparativo entre los criterios cualitativo 
y cuantitativo, se argumenta cómo se suscita la participación de los organismos públicos 
protectores de los derechos humanos en casos de violencia política contra las mujeres en razón 
de género, incluso cuando éstos tienen límites legales a su competencia, específicamente en el 
ámbito electoral; las bases teóricas que fundamentan este artículo evidencian que es primordial 
generar un frente común entre las instituciones y los órganos de estado protectores de los 
derechos humanos a fin de garantizar la salvaguarda de la integridad de las mujeres y promover 
su participación en los contextos públicos con el objetivo de establecer un estado democrático. 
 
Palabras Clave: Derechos humanos, paridad de género, violencia política, ombudsperson, 
actuación no jurisdiccional. 
 
ABSTRACT 
 
In this article, through a comparative methodological approach between the qualitative criteria 
and quantitative, it is argued how the participation of the public organizations guarantors of the 
protection and defense of the human rights of women who have been victims of political 
violence in gender reason, even when they have legal limits to their competence, specifically in 
the electoral sphere; The theoretical bases that support this article show that it is essential to 
generate a common front between the institutions and state bodies that protect human rights in 
order to guarantee the safeguarding of the integrity of women and promote their participation 
in public contexts through order to establish a democratic state. 
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INTRODUCCIÓN 
 
Los cambios estructurales en la sociedad exigen modificaciones en la esfera pública, 
específicamente, en lo correspondiente a la toma de decisiones, pues una democracia sustantiva 
se basa en el reconocimiento de los derechos e inclusión de mujeres y hombres en el ámbito 
público, con lo cual se busca una representación equilibrada entre ambos géneros que coadyuve 
a una transformación de la convivencia social y el bienestar colectivo. 
 
Al respecto, es importante reconocer la labor de las Asociaciones civiles y la voluntad política 
para implementar reformas a las legislaciones nacional y estatales sobre la paridad de género y 
violencia política en razón de género, las cuales se ciñen a los estatutos que promueven los 
organismos internacionales, y cuyo fin es generar, desde el propio contexto social, cultural, 
político y económico, cambios encaminados a asumir una corresponsabilidad que procure lograr 
una nula violación a los derechos político-electorales, o bien, garantizar la seguridad jurídica e 
integral de quien haya sufrido violaciones a esos derechos. 
 
Este artículo está integrado por tres apartados, en el primero de ellos se aborda, desde un enfoque 
histórico, cómo se ha suscitado en México y en el Estado de México la paridad de género en el 
entorno político. El planteamiento y proceso de la investigación exhiben que se han observado 
cambios representativos en las elecciones de 2018-2023 en los diversos espacios de 
representación popular, pues es evidente mayor participación de las mujeres en este medio, lo 
cual, si bien implica un cambio favorable para el ejercicio de la democracia, es también 
trascendente el planteamiento de nuevos retos, pues al parecer la intervención de las mujeres en 
la política ha propiciado al mismo tiempo mayor riesgo de violencia política en razón de género. 
En la segunda sección se expone cómo la violencia política en razón de género puede menguar 
la participación de las mujeres en este entorno en caso de no contar con la protección jurídica 
que exige su derecho político-electoral; asimismo, se advierte sobre las modificaciones y la 
implementación en materia legislativa y electoral que las instituciones promueven a fin de 
proteger sus derechos y con ello poner fin a la impunidad, a la normalización de la violencia y a 
la promoción y difusión de sus derechos que quizá han sido violentados por el desconocimiento 
de las instancias a las que se puede acudir a iniciar una denuncia o queja.   
 
En el tercer apartado se expone la competencia de los Organismos Públicos de Derechos 
Humanos en materia de violencia política en razón de género, que si bien, desde su creación 
fueron estipulados límites legales a su competencia, pues no pueden conocer de temas electores 
y jurisdiccionales, en este contexto, la Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra las Mujeres en la Vida Política, así como los protocolos nacionales 
y estatales advierten su actuación y los exhortan a participar bajo un modelo de acciones que se 
replican de la Ley General de víctimas. En tal caso, la figura del Ombudsperson y otros órganos 
encargados de la defensa de los derechos humanos podrán realizar acciones que van desde la 
difusión de los derechos humanos hasta la emisión de Recomendaciones, esto con el fin de 
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prevenir y coadyuvar con las dependencias competentes en la sanción y erradicación de la 
violencia contra las mujeres en la vida política que hubiera lugar, y garantizar la protección de 
sus derechos humanos. 
 
 
PARTICIPACIÓN POLÍTICA DE LAS MUJERES EN MÉXICO Y LA DEMOCRACIA PARITARIA  
 
La participación de las mujeres en la política contribuye a impulsar la democracia en el país, por 
ello, su intervención en igual proporción que los hombres es indiscutible; si bien se ha avanzado 
en la materia, es importante hacer un balance sobre los logros y desafíos a fin de insistir sobre 
los compromisos que deben establecer los gobiernos y la sociedad en general para lograr que las 
mujeres tengan una plena participación política y económica, así como la igualdad sustantiva 
entre mujeres y hombres.  
 
Los roles y estereotipos de género son los principales obstáculos para que las mujeres ejerzan 
sus derechos políticos en igualdad de condiciones, pues a través de éstos se suscita la división 
del trabajo de acuerdo al sexo; es decir que en una distribución de tareas, papeles y prácticas en 
la sociedad, a las mujeres se les asigna el espacio privado y las responsabilidades reproductivas, 
mientras que a los hombres se les atribuye el espacio público y el trabajo productivo o de “la 
toma de decisiones” públicas. 
 
Este apartado implica un recorrido histórico sobre la participación política de las mujeres, esto 
con el fin de mostrar cómo se ha modificado a través del tiempo y hacer un balance que permita 
considerar los retos que aún tienen los estados para promover y fortalecer la paridad de género1, 
incluso cuando éstos se han ceñido a los mecanismos e instrumentos que los obligan a garantizar 
dicha paridad, tales como la sentencia SUP-JDC-12624/2011 emitida por el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación (TEPJF, 2011), el Informe sobre los Lineamientos de Paridad 
en las Entidades Federativas para el Proceso Electoral 2017-2018, emitido por el Instituto 
Nacional Electoral (INE), así como las reformas constitucionales de 2019 y el Decreto por el 
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, de la Ley 
General de Partidos Políticos, de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, de la Ley 
Orgánica de la Fiscalía General de la República, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación y de la Ley General de Responsabilidades Administrativas (DOF, 2020); 
recientemente, “El TEPJF determinó que es válido que el INE obligue a los partidos políticos a 
modificar sus documentos básicos (declaración de principios, programa de acción y estatutos) 
para garantizar la paridad en gubernaturas. El plazo fue ampliado hasta 90 días antes del inicio 

	
1 La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en la sentencia SUP-JDC-
3/2014, estableció que la paridad “implica una igualdad sustantiva encaminada a lograr una participación 
efectiva en la vida pública del país, esto es, garantizar una oportunidad real de ejercer el cargo, al eliminar 
cualquier tipo de impedimento que pudiera existir” (TEPJF, 2014). 
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del proceso electoral de 2024 entre muchos otros instrumentos jurídicos que han abordado esta 
temática (Vázquez Correa, 2023, p. 2).  
 
En este sentido, es fundamental referir que el reconocimiento formal de los derechos político-
electorales de las mujeres en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ha sido 
gradual: en la década de los años veinte del siglo XX se aprobaron algunas leyes que permitían 
a las mujeres participar en los procesos electorales o municipales, en estados como Yucatán 
(1922), Chiapas (1925) y San Luis Potosí (1927). Posteriormente en Puebla y Sinaloa, por 
mencionar algunas (CNDH, 2020). No obstante, fue el 12 de febrero de 1947 cuando se 
reconoció el derecho al voto a las mujeres a nivel municipal al adicionar el párrafo primero de 
la fracción primera del artículo 115 constitucional (DOF, 1947). En tanto que, 17 de octubre de 
1953 se reconoció el derecho al voto a las mujeres a nivel federal, a través del Decreto que 
reforma los artículos 34 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(DOF, 1953). 
 
En México, se registró la primera participación política de las mujeres entre 1922 y 1924, Elvia 
Carillo Puerto fue la primera candidata electa al Congreso de Yucatán y líder socialista que luchó 
por la reivindicación de los derechos políticos de las mujeres, aunque sólo estuvo en el cargo 
dos años, pues se vio obligada a renunciar porque recibió amenazas de muerte; posteriormente, 
en el periodo presidencial de Miguel Alemán se aprobó la iniciativa que otorgó a las mujeres 
igualdad de condiciones que los hombres para votar y ser votadas en las elecciones municipales, 
María del Carmen Martín del Campo fue la primera presidenta municipal de Aguascalientes en 
1946. En 1954, Aurora Jiménez de Palacios fue la primera diputada federal en el estado de Baja 
California; al año siguiente, una vez aprobado el sufragio femenino, resultaron electas para 
diputaciones federales, Remedios Albertina Ezeta (Estado de México), Margarita García Flores 
(Nuevo León), Guadalupe Ursua Flores (Jalisco) y Marcelina Galindo Arce (Chiapas). Fue hasta 
finales de los años setenta cuando se nombra a la primera gobernadora de México, Griselda 
Álvarez Ponce de León, quien ocupó la gubernatura del estado de Colima (INE, s. f.) y hasta 
2015 sólo siete mujeres han sido gobernadoras de los estados de Colima, Yucatán, Distrito 
Federal, Tlaxcala, Zacatecas y Sonora (González Oropeza et al., 2016).  
 
Estos datos evidencian que la participación de las mujeres en cargos de elección popular era aún 
escasa, incluso fue hasta la década de los noventa al crearse el Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales (Cofipe), cuando se especifica puntualmente la participación de 
los partidos políticos2.  En 2008, se reforma este Código y eleva el umbral de la cuota en la 
postulación de candidatos propietarios de mayoría relativa al 40%3, en tanto que en 

	
2 El artículo 218, párrafo 3, del Cofipe establecía: “Los partidos políticos promoverán y garantizarán en los 
términos del presente ordenamiento, la igualdad de oportunidades y procurarán la paridad de género en la 
vida política del país, a través de postulaciones a cargos de elección popular en el Congreso de la Unión, 
tanto de mayoría relativa como de representación proporcional”. No se establecía sanción por ello (DOF, 
2008). 
3 De la totalidad de solicitudes de registro, tanto de las candidaturas a diputados como de senadores que 
presenten los partidos políticos o las coaliciones ante el Instituto Federal Electoral, deberán integrarse con 
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representación proporcional se establece la obligación de registrar listas con segmentos de cinco, 
debiendo haber cuando más tres personas del mismo sexo en cada uno de ellos4 (DOF, 2008).  
 
En 2011, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) emitió la sentencia 
SUP-JDC-12624/2011, la cual obliga a todos los partidos políticos a cumplir con las cuotas de 
género; así como integrar fórmulas con suplencias del mismo sexo, con lo cual se evita que las 
mujeres sean sustituidas por varones en los puestos de representación popular.  
 
En este contexto, un paso trascendental en esta materia fue la reforma constitucional en materia 
de derechos humanos del 10 de junio de 2011, la cual consistió en la reforma del artículo 1o de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que señaló que:  
 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece (CPEUM, 
2011). 

 
Lo cual implica que los derechos que se reconocen en la Carta Magna se deben equiparar con 
los que se mencionen en los tratados internacionales, en la jurisprudencia internacional y 
nacional, así como en las recomendaciones de los aparatos jurisdiccionales internacionales que 
hayan realizado al Estado mexicano, entre los cuales se encuentran los que se muestran en el 
cuadro 1:  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

	
al menos el cuarenta por ciento de candidatos propietarios de un mismo género, procurando llegar a la 
paridad (art. 219) (DOF, 2008). 
4 Debido al parteaguas que representaron estas cuotas de género para los partidos políticos, comenzó a 
difundirse el denominado caso “anti-juanitas”. “La obligación del registro de candidaturas con una cuota 
de género establecida únicamente respecto de los propietarios generó que postular por lo menos 40-60% 
de candidatos de cada sexo no necesariamente se tradujera en un número similar de representación. Sucedió 
en los hechos, que se postulaban candidatas propietarias mujeres, en fórmula con suplentes hombres, y al 
resultar ganadoras no tomaban posesión o pedían licencia, de manera que al final integraban la Cámara de 
facto más hombres” (Mendoza Elvira, 2018, p. 11). 
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Cuadro 1. Marco normativo internacional sobre derechos  
político-electorales de las mujeres 

 

 
 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de UN Women, 2017 citado en ONU Mujeres (2018). 
 
 
Asimismo, en el Diario Oficial de la Federación, el 10 de febrero de 2014 se publicó el Decreto 
de reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia político-
electoral; el artículo 41 en su Base I fue uno de los que se reformó. En tanto que, a nivel 
constitucional se estableció, por primera vez, en el párrafo segundo de la fracción I, el deber de 
los partidos políticos de garantizar la paridad entre géneros en la postulación de candidatos a 
cargos de elección popular.  
 

Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida 
democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y como 

Cuadro 1. Marco normativo internacional sobre derechos político-electorales de las mujeres 

Tratados e instrumentos 
de política sobre derechos 
humanos  

Declaración Universal de los Derechos Humanos, 1948  

Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer, 1952  

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966  

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

contra la Mujer, 1979  

Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer (artículo 4), 

1993  

Instrumentos de política 
internacional  

Plataforma de Acción de Beijing, 1995  

Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas sobre 

Mujeres, Paz y Seguridad, 2000  

Resolución 66/130 de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la 

participación de la mujer en la política, 2012  

Resolución A/HRC/RES/23/7 del Consejo de Derechos Humanos de las 

Naciones Unidas sobre promoción y protección de todos los derechos 

humanos y derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, 

incluyendo el derecho al desarrollo, 2013  

Transformando nuestro mundo: Agenda 2030 para el Desarrollo Sustentable, 

2015 (A/RES/70/1)  

Instrumentos de política 
regional, declaraciones y 
comunicados  

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer (Belém do Pará), 1994  

Declaración sobre la Violencia y el Acoso Políticos contra las Mujeres 

(Mesecvi), 2015  

Declaración sobre el compromiso para diversificar los poderes políticos para 

construir sociedades inclusivas de ParlAméricas, 2016  
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organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de 
acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, 
secreto y directo, así́ como las reglas para garantizar la paridad entre los géneros, en candidaturas 
a legisladores federales y locales (DOF, 2014). 

 
En octubre de 2014, se creó, el Observatorio de Participación Política de las Mujeres en México 
bajo la iniciativa de Inmujeres, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y el 
INE, cuyo propósito es promover la participación de las mujeres en espacios de toma de 
decisiones del ámbito público.5  
 
Del mismo modo, se promovió el “Decreto por el que se reforman los artículos 2, 4, 41, 52, 53, 
56, 94 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Paridad 
de Género”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2019; esta reforma 
exhorta a los estados a garantizar la paridad de género en diversos cargos públicos (véase cuadro 
2), dicha reforma constitucional fue reconocida por ONU Mujeres como la más integral en la 
región. 
 
La última reforma en esta materia corresponde al Decreto por el que se reforman y adicionan 
diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley General 
del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, de la Ley General de Partidos 
Políticos, de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, de la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General de la República, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas, la cual se publicó en el Diario Oficial el 13 de 
abril de 2020. 
 
En el contexto municipal, se reformó la Base I del artículo 115 para regular que “Cada Municipio 
será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un presidente o 
presidenta Municipal y el número de regidurías y sindicaturas que la ley determine, de 
conformidad con el principio de paridad” (véase cuadro 2). Esta modificación fue trascendente, 
pues históricamente en las presidencias municipales existe una gran brecha de participación 
política entre mujeres y hombres.6 
 
 
 

	
5 Este Observatorio de Participación Política de las Mujeres se replicó en todos los estados del país, el 
Estado de México está coordinado por el Tribunal Electoral del Estado de México, el Instituto Electoral 
del Estado de México y la Secretaría de las Mujeres del Estado de México; con fecha de creación el 19 de 
enero de 2017 y fecha de instalación el 9 de agosto de 2017 (Secretaría de las Mujeres, 2017). 
6 A raíz de esta reforma, un criterio relevante que emitió la Sala Regional Ciudad de México del Tribunal 
Electoral, en una sentencia que fue confirmada por la Sala Superior y que a la postre generó una tesis de 
jurisprudencia de rubro “Paridad de género. Dimensiones de su contenido en el orden municipal”, es la 
denominada “Paridad horizontal” en la integración de los ayuntamientos, que busca que al frente de los 
diversos ayuntamientos que conforman el estado haya la más cercana igualdad de mujeres presidentas 
municipales que hombres (SCJN, 2015). 
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Cuadro 2. Autoridades explícitamente obligadas a cumplir  
con el principio de paridad 

 

 
Fuente: CNDH, con base en el decreto publicado en el DOF el 6 de junio de 2019. 

 
 
Por su parte, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres establece en materia de 
derechos político-electorales, en sus artículos 35 y 36 que: “La Política Nacional propondrá los 
mecanismos de operación adecuados para la participación equitativa entre mujeres y hombres 
en la toma de decisiones políticas y socioeconómicas” (LGIMH, 2006). 
 
Asimismo, en su artículo segundo la Ley Federal para Prevenir y Erradicar la Discriminación 
establece que corresponde al Estado promover las condiciones para que la libertad y la igualdad 
de las personas sean reales y efectivas. De modo que los poderes públicos federales deberán 
eliminar los obstáculos que limiten su ejercicio e impidan el pleno desarrollo de las personas, 
así como su efectiva participación en la vida política, económica, cultural y social del país. 

Ámbito Autoridades obligadas Artículos constitucionales 

Partidos 
Políticos  

Partidos Políticos en: 
§ La postulación de sus candidaturas 

a los distintos cargos de elección 
popular 

§ Fomentar el principio de paridad de 
género 

§ Contribuir a la integración de los 
órganos de representación política 
garantizando la paridad de género.  

Artículo 41, Base I  

Poder 
Legislativo  

Diputadas y diputados por el principio 
de representación proporcional 

Párrafo segundo del artículo 53  

Senadurías de representación 
proporcional  

Párrafo segundo del artículo 56  

Poder Ejecutivo  

El ejecutivo federal al nombrar a las 
personas titulares de las secretarías de 
despacho  

Párrafo II, del artículo 41  
 

El Ejecutivo local al nombrar a los 
equivalentes de las personas titulares 
de las secretarías de despacho  

Párrafo II, del artículo 41  

Municipios en su integración Base Primera del artículo 115  

Municipios con población indígena, 
representantes ante los Ayuntamientos  

Fracción VII del apartado A del 
artículo 2  

Poder Judicial  
Integración de Órganos 
Jurisdiccionales 

Tercer párrafo del artículo 94  

Órganos 
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Por su parte, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres establece en materia de 
derechos político-electorales, en sus artículos 35 y 36 que: 
 

La Política Nacional propondrá los mecanismos de operación adecuados para la participación 
equitativa entre mujeres y hombres en la toma de decisiones políticas y socioeconómicas. Para 
lo cual, las autoridades correspondientes desarrollarán las siguientes acciones: 
 
I. Favorecer el trabajo parlamentario con la perspectiva de género; 

[…] 
II. Promover participación y representación equilibrada entre mujeres y hombres dentro 

de las estructuras de los partidos políticos; 
III. Fomentar la participación equitativa de mujeres y hombres en altos cargos públicos; 

[…] 
IV. Fomentar la participación equilibrada y sin discriminación de mujeres y hombres en 

los procesos de selección, contratación y ascensos en el servicio civil de carrera de los 
poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 

 
Cabe señalar que estas reformas en las que se incorpora el principio de paridad contribuyen a 
cumplir la meta 5.5 del Objetivo de Desarrollo Sostenible, correspondiente a la Igualdad de 
Género, el cual advierte: “Asegurar la participación plena y efectiva de las mujeres y la igualdad 
de oportunidades de liderazgo a todos los niveles decisorios en la vida política, económica y 
pública” (ONU, 2012). 
 
Ahora bien, es sin duda evidente que las reformas a las diversas leyes y códigos ha representado 
un cambio fundamental, pues en 2016 se suscitó un avance paritario en las elecciones: las 
mujeres ocuparon 49.6% de las candidaturas en las diputaciones y 45.6% de las personas electas 
por mayoría relativa, lo que constituyó un avance en la agenda de género en el Poder Legislativo 
a nivel nacional. En tanto que en las elecciones de 2021 seis mujeres fueron elegidas 
gobernadoras en las entidades federativas de Baja California, Campeche, Chihuahua, Colima, 
Guerrero y Tlaxcala. En lo concerniente a la LXV Legislatura del Congreso de la Unión, que se 
integró en el proceso electoral del 2021, se reconoce como la más paritaria de la historia política 
mexicana. LXV Legislatura, pues, por primera vez en la historia se integrará por mismo número 
de mujeres y hombres, es decir, 250 diputadas y 250 diputados.  
 
Si dichas cifras se comparan con las que se registraron en los comicios celebrados en 2012 para 
elegir a las y los integrantes del Congreso de la Unión, que si bien tuvo una representación 
parlamentaria de mujeres más alta que en comicios anteriores: 37% en la Cámara baja y 33% en 
el Senado, se observa que para los comicios de 2016 las cifras se elevaron de manera 
representativa. En el Estado de México, la LXI Legislatura, que se integró en 2021, se conforma 
por 37 mujeres y 38 hombres, mientras que la LX Legislatura estaba integrada por 37 mujeres 
(49.3%) y 38 hombres (50.7%) (TEEM et al., 2019).  
 
No obstante, en México de 2005 a 2012, de acuerdo con el diagnóstico Participación política de 
las mujeres en México. A 60 años del reconocimiento del derecho al voto femenino que llevaron 
a cabo el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), el Instituto Internacional 
para la Democracia y la Asistencia Electoral, IDEA Internacional y ONU Mujeres advierten que 
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la paridad aún no ha sido alcanzada y el desafío es mayor en el ámbito municipal. La 
participación de las mujeres sigue siendo muy limitada en el ámbito local, en las elecciones para 
presidencias municipales de 2022, de las 2471 alcaldías, sólo 545 son representadas por mujeres, 
esto es 28.9% (INE, 2022).  
 
En México –aunque no es exclusivo de este país– existen grupos políticos locales que intentan 
de preservar su poder e influencia bloqueando a sus adversarios, de manera puntual, en las 
contiendas municipales. “Todo este contexto en el que se desarrollan las elecciones municipales 
impone diversos obstáculos para la participación política de las mujeres porque aumenta la 
posibilidad de que experimenten violencia y ensancha la desigualdad en la que compiten contra 
los hombres” (ONU Mujeres, 2018, p. 11). En las elecciones de julio de 2018 esta violencia 
focalizada en el nivel municipal se hizo evidente, al respecto Barrera Bassols y Massolo (2003, 
p. 11) destacan que: “el ámbito municipal es el más ‘duro’, de mayor cerrazón y donde se 
combinan mecanismos de control masculino con formas autoritarias y caciquiles de ejercer el 
poder”. 
 
El Programa para el Estudio de la Violencia (PEV) (2021) advirtió que, en el contexto municipal, 
las mujeres están lejos de alcanzar la paridad de género, y uno de los factores que destaca como 
obstáculo es la violencia política contra mujeres en razón de género (PVE, 2021). 
 
En este sentido, la participación política de las mujeres en igualdad de condiciones a la de los 
hombres es un requisito indispensable para ejercer la democracia, pues es evidente que esta parte 
del reconocimiento de la igualdad como principio fundamental, es decir, se debe tener en cuenta 
que no sólo se trata de ocupar los espacios de poder, sino que el sistema político garantice los 
derechos humanos de todas las personas.  
 
Ahora bien, considero fundamentales diversas acciones que han enfocado sus esfuerzos en 
promover la paridad de género, tales como decretarla como principio jurídico; no obstante, para 
garantizar el impacto de la participación de las mujeres en el ámbito político en la igualdad 
sustantiva es necesaria la implementación de medidas de distinta índole que estén orientadas a 
propiciar la transformación de las condiciones en que se ejerce la participación política de las 
mujeres, entre ellas, y que es el tema que abordaré a continuación, la violencia política, la cual 
se manifiesta de múltiples formas, a veces quizá imperceptibles o normalizadas y que sin 
embargo, sigue siendo uno de los principales retos a tener en cuenta.  
 
 
VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN RAZÓN DE GÉNERO 
 
En el apartado anterior se constata que en las últimas elecciones la participación política de las 
mujeres en diversos contextos de toma de decisiones se ha elevado como nunca antes en la 
historia política del país; no obstante, aunque es notable un avance en términos jurídicos y 
numéricos, es importante tener en cuenta que hay una asignatura pendiente en términos 
cualitativos, es decir, es necesario desactivar las simulaciones con respecto a los discursos y 
generar un empoderamiento real, pues no basta con que las mujeres tengan presencia en cargos 
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de elección popular o en la administración pública, es trascendente que su voz sea tomada en 
cuenta y evitar sin titubeos que la violencia política en razón de género se normalice, pues tanto 
la descalificación como la violencia física, psicológica, sexual, económica y simbólica 
representan la posibilidad de menguar una participación generalizada de las mujeres en el ámbito 
público, o bien que dicha participación se limite a la subordinación y manipulación. 
 
En este sentido, es fundamental no sólo medir la paridad por el número de mujeres que se 
desempeñan en un espacio público o político, particularmente los cargos de dirección, sino 
también es importante garantizar la existencia de determinadas condiciones igualitarias para la 
realización efectiva de los derechos políticos. Una condición de la paridad también se configura 
cuando se ha logrado la erradicación de la violencia contra las mujeres de la vida política. 
 
Ahora bien, se entenderá como violencia política contra las mujeres lo que exponen la 
Organización de los Estados Americanos (OEA), la Comisión Interamericana de Mujeres y el 
Mecanismo de Seguimiento a la Convención Belém do Pará (Mesecvi), en su artículo 3 
“Definición de Violencia contra las Mujeres en la Vida Política” de la Ley Modelo 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en la Vida 
Pública: 
 

cualquier acción, conducta u omisión, realizada de forma directa o a través de terceros que, 
basada en su género, cause daño o sufrimiento a una o a varias mujeres, y que tenga por objeto o 
por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos políticos. 
La violencia política contra las mujeres puede incluir, entre otras, violencia física, sexual, 
psicológica, moral, económica o simbólica (OEA et al., 2017).   

 
Cabe señalar que la paridad y la violencia política contra las mujeres en razón de género se 
correlacionan entre sí, la primera implica una motivación de participación en condiciones de 
igualdad numérica, en tanto que la segunda desincentiva la participación, ingreso y permanencia 
de las mujeres en el entorno político-electoral (TEPJF, 2017). “De hecho, algunos estudios 
académicos argumentan que en la medida que las mujeres aumentan su participación en ámbitos 
tradicionalmente dominados por hombres, también se acentúa la resistencia por parte de ellos 
con el fin de minimizarlas y dificultar su trabajo” (Krook y Restrepo Sanín, 2016, p. 460; ONU 
Mujeres-PNUD, 2017, p. 8).  
 
Para una mayor comprensión de la violencia política en razón de género, el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación explica gráficamente en su Protocolo para la Atención de la 
Violencia Política cómo se suscita ésta: 
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Figura 1. Violencia política contra las mujeres en razón de género 
 

 
 

Fuente: Elaboración propia con base en Protocolo para la  
Atención de la Violencia Política (TEPJF, 2017, p. 43). 

 
Entre los casos más controversiales de violencia política en razón de género y que motivaron la 
generación de diversos mecanismos e instrumentos para garantizar la protección de los derechos 
humanos de las mujeres que participan en la vida pública y política fue el caso de las Concejalas 
de Bolivia en el 20007,  quienes al reportar los actos de violencia contra mujeres candidatas y 
nominadas en los municipios rurales denominaron a este fenómeno violencia política e 
identificaron sus diversas manifestaciones. En 2012 se aprobó la Ley contra el Acoso y Violencia 
Política hacia las Mujeres de Bolivia, norma pionera a nivel mundial y que ha inspirado diversos 
ordenamientos jurídicos, incluso la Ley Modelo Interamericana. En este contexto, es oportuno 
recordar el caso de la mexicana Elvia Carrillo Puerto, originaria de Yucatán y fundadora en 1912 
de la primera organización feminista de campesinas que pugnó por los derechos de las jefas de 
familia para que la distribución de las tierras fuera igualitaria entre hombres y mujeres. En 1923, 
siendo su hermano gobernador del estado, fue elegida diputada municipal por el Partido 
Socialista del Sureste; sin embargo, una ola de violencia la obligó a dejar el cargo después del 
asesinato de su hermano y de las constantes amenazas de muerte de las que fue víctima. 
 
La recreación de estos sucesos evidencia que la violencia política ha sido un modus operandi en 
las contiendas electorales, incluso, podría considerarse violencia institucionalizada al ser un 
“recurso normal y permitido en la lucha por el poder, tanto por los actores políticos como por 
los sujetos que permanecen pasivos frente al proceso conflictivo” (Calderón Mólgora, 1994, p. 

	
7 Juana Quispe, líder del grupo de concejalas, después de ser electa, fue acosada por el alcalde, sus 
seguidores y varios miembros del consejo para que renunciara, al negarse a dicha petición cambiaron los 
tiempos de las reuniones y les impidieron su entrada a las sesiones; la suspendieron de su cargo 
argumentando que no se presentaba a las sesiones. Posteriormente, fue reinstalada y después de una batalla 
legal de siete meses le negaron el sueldo con el pretexto de que ella no estaba presente durante las sesiones 
del consejo. En 2012 fue asesinada (Krook y Restrepo Sanín, 2016). 
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20). Ahora bien, es importante no normalizar la violencia política, promover la cultura de la 
denuncia y abatir la impunidad, aunado a ello, exigir que las autoridades competentes actuar en 
correspondencia y subsanar las deficiencias de los sistemas de justicia penal, esto para que el 
fenómeno de la violencia contra las mujeres en la política no sea subsumido por la violencia 
contra los políticos y la violencia en la sociedad en general.  
 
Se ha considerado que la violencia política en razón de género sólo se da en lugares en los cuales 
la violencia está sistematizada; no obstante, algunas mujeres que participan en la política de 
países desarrollados han denunciado actos violentos en su contra8, es decir, no es necesariamente 
determinante que este tipo de actos tengan lugar en países en vías de desarrollo, en los cuales la 
violencia hacia las mujeres en general se normaliza. De manera específica, la principal causa de 
la violencia política en razón de género es por la relación dispar entre hombres y mujeres en el 
acceso al poder, asimismo, existe una resistencia a transformar la participación política de las 
mujeres como protagonistas debido al arraigo de los estereotipos tradicionales asignados a los 
roles de género.  
 
Es preciso aseverar que al analizar este tipo de violencia existen varios retos, principalmente 
porque aún falta consenso y claridad con respecto a las definiciones; pues si bien el término de 
violencia contra las mujeres fue expuesto en 1993 en la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre la Eliminación de la Violencia contra las Mujeres; el concepto de violencia política en 
razón de género es relativamente reciente, pues surge cuando las mujeres comienzan a 
incursionar en la política y se suscitan las iniciativas que obligan a los partidos e instituciones a 
apegarse a la cuota de género, “no obstante [la violencia política en razón de género] ya existía 
como experiencia individual y colectiva en mujeres que irrumpían en el espacio público” (Cerva 
Cerna, 2014, p. 121).  
  
A partir de la segunda década del siglo XXI, en el ámbito internacional, nacional y local se han 
dado cambios con respecto a la participación de las mujeres en el ámbito público, de tal modo 
que diversos ordenamientos, a nivel nacional y local se han armonizado a fin de garantizar a las 
mujeres sus derechos político-electorales, así como para salvaguardar su integridad física, 
económica, social y psicológica. Entre estas reformas destaca el decreto por el que se modifican 
diversos ordenamientos legales9 con el objetivo de dotar de mayor protección a los derechos 

	
8 La Unión Interparlamentaria (UI, 2016) realizó un estudio con 55 mujeres parlamentarias de 39 países de 
África, Europa, Asia Pacífico, América y del mundo árabe. Los resultados muestran que 81.8% de las 
mujeres han sufrido violencia psicológica y 78.1% han sido testigo de actos de violencia psicológica en 
contra de una o más de sus compañeras en el parlamento. Además, 65.5% han escuchado comentarios 
sexistas humillantes; 12.7% han sido amenazadas con arma de fuego, cuchillo o alguna otra arma y 18.2% 
manifestaron haber sufrido daño en sus posesiones personales. Las acciones de violencia más común fueron 
presión para renunciar (16%), difamación pública (12%) y discriminación (11%). Además, 64% 
manifestaron haber sufrido violencia con más de un agresor. Sin embargo, a pesar de la alta presencia de 
violencia y acoso político, únicamente 28% de las víctimas presentaron una denuncia (ONU Mujeres, 
2018). 
9 El decreto reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley 
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políticos y electorales de las mujeres, así como combatir, erradicar y sancionar la violencia 
política de género; dicho decreto se publicó el 13 de abril de 2020 en el Diario Oficial de la 
Federación (DOF, 2020). 
 
Esta reforma nos provee de un panorama sobre las herramientas que tienen las mujeres en contra 
de esta violación a sus derechos humanos, así como las atribuciones de las autoridades para hacer 
cumplir la ley y garantizar la protección de sus derechos, ya que se precisan temas como la 
violencia política horizontal y vertical; se establecen atribuciones precisas para el INE, se 
estipulan las vías de actuación en la materia electoral y la que tiene que ver con la sanción penal; 
se establece un concepto claro y preciso sobre las acciones que están consideradas como 
violencia política contra las mujeres en razón de género, tales como: restringir o anular el 
derecho al voto libre y secreto de las mujeres u obstaculizar sus derechos de asociación y 
afiliación; ocultar información y omitir la convocatoria para el registro de candidaturas o para 
cualquier otra actividad que implique la toma de decisiones; proporcionar a las mujeres que 
aspiran u ocupan un cargo de elección popular información falsa o incompleta; realizar o 
distribuir propaganda política o electoral que calumnie, degrade o descalifique a una candidata 
basándose en estereotipos de género; divulgar imágenes, mensajes o información privada de una 
mujer candidata o en funciones, por cualquier medio físico o virtual; discriminar a la mujer en 
el ejercicio de sus derechos políticos por encontrarse en estado de embarazo, parto, puerperio; 
entre otras.  
 
Asimismo, establece que en conductas más graves se considerará una pena de cuatro a seis años 
de prisión y de 200 a 300 días de multa. Cuando las conductas de violencia de género sean 
realizadas por servidores públicos, personas funcionarias electorales, funcionarios partidistas, 
aspirantes a candidatos independientes, precandidatos o candidatos, la pena aumentaría en un 
tercio (DOF, 2020). 
 
En lo que se refiere específicamente a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia, por ejemplo, se adicionó el capítulo IV Bis “De la violencia política”, artículo 20 
Bis y 20 Ter, en los cuales se expone qué se debe entender como violencia política, y en un 
desplegado de 22 fracciones estipula las acciones específicas que en su ejecución son 
consideradas violencia política contra las mujeres, entre ellas:  
 

I. Incumplir las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales que reconocen el 
ejercicio pleno de los derechos políticos de las mujeres; 

II. Restringir o anular el derecho al voto libre y secreto de las mujeres, u obstaculizar sus 
derechos de asociación y afiliación a todo tipo de organizaciones políticas y civiles, en 
razón de género;  

[…] 

	
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, de la Ley General de Partidos 
Políticos, de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General 
de la República, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas. 
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VII. Obstaculizar la campaña de modo que se impida que la competencia electoral se 
desarrolle en condiciones de igualdad; 

VIII. Realizar o distribuir propaganda política o electoral que calumnie, degrade o 
descalifique a una candidata basándose en estereotipos de género que reproduzcan 
relaciones de dominación, desigualdad o discriminación contra las mujeres, con el 
objetivo de menoscabar su imagen pública o limitar sus derechos políticos y 
electorales. 

 
Asimismo, se adicionó la Sección Décima Bis. Del Instituto Nacional Electoral y los Organismos 
Públicos Locales Electorales, en la que se incluye la fracción III. Sancionar, de acuerdo con la 
normatividad aplicable, las conductas que constituyan violencia política contra las mujeres en 
razón de género. 
 
Del mismo modo, el INE publicó el Reglamento de Quejas y Denuncias en Materia de Violencia 
Política contra las Mujeres en Razón de Género (INE, 2020a), este instrumento tiene por objeto 
regular el trámite y sustanciación del procedimiento Especial Sancionador establecido en la ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, para casos relacionados con violencia 
política en contra de las mujeres en razón de género que son competencia de dicho instituto. 
 
En lo correspondiente al Estado de México, las reformas estatales en materia de paridad de 
género y violencia política contra las mujeres en razón de género permiten una armonización 
local proveniente de las modificaciones constitucionales federales aprobadas en la materia, ahora 
se abre un parteaguas en la conquista de los derechos de las mujeres que implica eliminar los 
obstáculos de participación política y en cargos de toma de decisiones.  
Asimismo, el 5 de septiembre de 2017, se publicó en el Periódico Oficial Gaceta del Gobierno 
el Decreto 232, el cual incluye una serie de reformas, tales como agregar la violencia política 
como una modalidad de violencia contra las mujeres (arts. 3, frac. XIV, 27 quinquies, 27 sexies 
y 27 septies10 de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida libre de Violencia del Estado de 
México) y se tipificó como un delito en el artículo 280 Bis del Código Penal del Estado de 
México (TEEM et al., 2019). 
 
En 2022, en el Estado de México se reformó la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de México en materia de paridad de género, sin duda un paso fundamental que coadyuvó a la 
participación de dos candidatas en las elecciones a la gubernatura de 2023; mediante el Decreto 
número 75, se reformó el artículo 12 quedando como sigue:  
 

Artículo 12.- Los partidos políticos [...] tienen como fin [...] cumplir con el principio de paridad 
de género, [...] facilitarles el acceso al ejercicio del poder público, de acuerdo con [...] las reglas 
para garantizar la alternancia de género en las postulaciones para el cargo de Gobernador o 
Gobernadora, la paridad de género en las candidaturas a Diputaciones Locales e integrantes de 
los Ayuntamientos, y a los demás cargos de elección popular, así como contribuir a la 

	
10 Para no reenumerar todos los demás preceptos de la norma, la técnica legislativa más habitual consiste 
en incluir la misma cifra, pero añadiéndole un adverbio latino sexies y septies que significa que se ha 
repetido seis y siete veces, respectivamente. 
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erradicación de la violencia política en razón de género. [...] (Gaceta del Gobierno, 11 de julio 
de 2022). 

 
De igual forma, el Código Penal del Estado de México, en su reforma del 12 de junio de 2019, 
Art. 280 Bis destaca que: “A quien por cualquier medio impida u obstaculice a una mujer el 
acceso a los cargos de elección popular, su debido desempeño o la induzca a la toma de 
decisiones en contra de su voluntad, se le impondrá de seis meses a dos años de prisión y de 
cincuenta a trescientos días de multa”.  
 
El 24 de septiembre de 2020, se publicaron nuevas reformas y adiciones a este marco jurídico 
mediante decreto 187 publicado en la Gaceta del Gobierno del Estado de México, artículo 27 
Quinquies. Con dichas reformas se pretendió tener un proceso electoral 2021 libre de violencia 
y que garantizara la seguridad de los ciudadanos y de quienes participan en estas elecciones, 
además de exhortar a las instituciones y órganos correspondientes a impulsar acciones para 
prevenir, atender, sancionar y erradicar este tipo de violencia, al establecerla como un delito 
electoral, como una falta administrativa grave y como una sanción electoral, que como se 
advierte en el Código Penal del Estado de México en su artículo 280 Bis, “a quien por cualquier 
medio impida u obstaculice a una mujer el acceso a los cargos de elección popular, su debido 
desempeño o la induzca a la toma de decisiones en contra de su voluntad, se le impondrá de seis 
meses a dos años de prisión y de cincuenta a trescientos días de multa” (Marcaje Legislativo, 
2021). 
 
En una entrevista realizada por UniRadio 99.7 FM, de la serie “Detrás de tu voto”, la entonces 
titular de la Unidad de Género del IEEM, destacó que la iniciativa “Paridad en Todo” va a tener 
que ser aplicada no sólo en los cargos de elección popular, sino también en todos aquellos que 
sean por designación en los gobiernos federal y estatales, pero el Poder Judicial y los organismos 
autónomos tendrán que hacer lo propio, así como en los municipios en los que existan pueblos 
y comunidades originarias.  
La funcionaria electoral refirió que en lo que corresponde al Estado de México este proceso de 
armonización legislativa implicó la revisión exhaustiva de la leyes, códigos y ordenamientos, a 
las cuales se incorporaron cerca de 37 conductas que pueden constituir violencia política contra 
las mujeres en razón de género no sólo para candidatas electas, sino para todas las mujeres que 
ejerzan un cargo público en los gobiernos estatales y municipales. 
 
También se incorpora a nivel constitucional como un principio en la materia electoral, la 
institucionalización de la perspectiva de género, es decir, que se aplique en todas las funciones 
que realice el Instituto y se le dan atribuciones para recibir en cualquier momento quejas y 
denuncias a través del “procedimiento especial sancionador”, el cual, el instituto tramita y el 
Tribunal Electoral del Estado de México resuelve; del mismo modo, se le faculta al IEEM para 
otorgar medidas cautelares, que implica la protección hacia las víctimas o impedir que un acto 
se siga perpetuando y les ocasione un daño irreparable (Álvarez Montero, 28 de octubre de 
2020). 
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CONTEXTOS EN LOS QUE SE DETERMINA QUE EXISTE VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO 
 
La violencia política en razón de género existe cuando se realiza un daño que viola los derechos 
políticos de un grupo o individuo basado en su identidad de género. Para constatar que se está 
ejerciendo violencia política en razón de género es necesario verificar que estén presentes los 
siguientes cinco elementos:  
 

1. El acto u omisión se base en elementos de género, es decir, a) se dirija a una mujer por ser 
mujer, b) tenga un impacto diferenciado y desventajoso en las mujeres, o c) las afecte 
desproporcionadamente. 
2. Tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los 
derechos político-electorales de las mujeres. 
3. Se dé en el marco del ejercicio de derechos político-electorales, o bien, en el ejercicio de un 
cargo público (sin importar el hecho de que se manifieste en el ámbito público o privado, en la 
esfera política, económica, social, cultural, civil, etcétera; tenga lugar dentro de la familia o 
unidad doméstica o en cualquier relación interpersonal, en la comunidad, en un partido o 
institución política).  
4. Sea simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual o psicológico. 
5. Sea perpetrado por cualquier persona o grupo de personas –hombres o mujeres–, en particular: 
integrantes de partidos políticos, aspirantes, precandidatos(as), candidatos(as) a cargos de 
elección popular o de dirigencia partidista; servidores(as) públicos(as), autoridades 
gubernamentales, funcionarios(as) o autoridades de instituciones electorales; representantes de 
medios de comunicación; el Estado o sus agentes (TEPJF, 2017, pp. 49-50). 

 
La Ley Modelo Interamericana sobre Violencia Política contra las Mujeres expone en su artículo 
6, “23 actos de violencia contra las mujeres en la vida política”, lista que ha sido retomada y 
plasmada en diversas leyes y ordenamientos jurídicos y electorales, dicha enumeración describe 
de manera general los casos en los que se suscita la violencia política en razón de género, que 
van desde faltas graves, faltas gravísimas hasta delitos, entre los que destaca violencia sexual 
contra candidatas electorales, presiones para la renuncia a los cargos, juicios continuos contra 
las mujeres en los medios de comunicación, quema de materiales de campaña electoral de 
mujeres, mensajes violentos y amenazas a través de las redes sociales que reciben muchas 
mujeres que ocupan cargos públicos —que a menudo afectan también a sus familiares—, 
constituyen sólo algunos de los terribles actos de violencia que enfrentan las mujeres, por el 
hecho de serlo, en el ejercicio de sus derechos políticos. La violencia política contra las mujeres 
puede incluir, entre otras, violencia física, psicológica, simbólica, sexual, patrimonial, 
económica o feminicida (TEPJF, 2017, p. 41).  
 
El Instituto Nacional Electoral, refirió las cifras sobre violencia política en razón de género en 
el marco del proceso electoral 2020-2021, en el cual advierte que se presentaron 147 quejas, 
aunque la consultora Etellekt –especializada en el diseño de estrategias de comunicación, 
análisis de riesgos y políticas públicas–, refiere que durante dicho periodo se registraron 954 
víctimas de violencia política, de las cuales 343 eran mujeres, incluyendo el lamentable asesinato 
de 15 de ellas, siete aspirantes y candidatas (Sanz Luque, 2021). 
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En el Estado de México, el Instituto Electoral de la entidad a través de su Unidad de Género y 
Erradicación de la Violencia, identificó que de septiembre a diciembre de 2018 los datos 
relativos a la interposición y resolución de Juicios para la Protección de los Derechos Político-
electorales del Ciudadano Local, Juicios de Inconformidad, Recursos de Apelación y 
Procedimientos Especiales Sancionadores, resueltos por el TEEM se cifran de la siguiente 
manera: 
 

- 514 juicios para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano local, 
únicamente 14 promovidos por violaciones a la paridad de género, alternancia de género, 
igualdad sustantiva y no discriminación, lo que representa 2.7% del total de los Juicios. 

- 142 juicios de inconformidad, cinco de los cuales fueron presentados por violaciones a la 
paridad de género y equivalen a 3.5% del total. 

- 60 recursos de apelación, solamente uno relativo a violaciones a la paridad de género, que 
representa 1.6% del total. 

- 308 Procedimientos Especiales Sancionadores, de los cuales cinco fueron relacionados con 
violencia política en razón de género, sumando 1.9% del total (TEEM et al., 2019, p. 50). 

 
En tanto que la Fiscalía General de Justicia del Estado de México, a través de la Fiscalía Central 
para la Investigación de Delitos Vinculados a la Violencia de Género, constató que existe una 
carpeta de investigación iniciada en el Centro de Justicia para las Mujeres Toluca 
correspondiente de enero a julio de 2019, la cual relaciona a seis posibles víctimas. Por su parte, 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México (Codhem) informó sobre la existencia 
de un caso de queja de oficio en el mismo periodo (TEEM et al., 2019, p. 51).11   
 
Es fundamental agregar que el INE (2020b), mediante Acuerdo CG269/2020, expuso los 
lineamientos para la integración, el funcionamiento, la actualización y la conservación del 
Registro Nacional de Personas Sancionadas en materia de Violencia Política contra las Mujeres 
en Razón de Género en donde estipula quiénes aparecen en dicho registro, por cuanto tiempo 
estarán registradas y cuáles son las agravantes, este mecanismo coadyuvará a la inhibición de la 
violencia política contra las mujeres en razón de género, al mismo tiempo facilita la cooperación 
entre instituciones para la generación de información.  
 
 

	
11 Cabe comentar que adelante se ampliará la información sobre los expedientes de queja que ha emitido la 
Codhem, estos datos los registró el Tribunal Electoral del Estado de México (TEEM) en 2019. 
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Fuente: Elaboración propia con base en INE (2023).  
 
 
Cabe referir que en este Registro Nacional están enlistadas todas las personas sancionadas por 
haber incurrido en el ejercicio de la violencia política contra las mujeres en razón de género, y 
entre las autoridades que intervienen se encuentran las administrativas, jurisdiccionales, penales, 
tanto federales como locales, en el ámbito de sus respectivas competencias.  
 
Por su parte, el Tribunal Electoral del Estado de México ha recibido para su análisis y resolución 
los siguientes juicios ciudadanos y procedimientos especiales sobre asuntos relativos a la 
violencia política en razón de género del proceso electoral 2021:  
 

- 412 juicios de la Ciudadanía Local (JDCL), únicamente en cuatro de ellos se alegó Violencia 
Política contra las Mujeres en Razón de Género (VPG), lo que representa el 0.097% del total 
de juicios presentados a la fecha señalada.  

- 312 procedimientos Especiales Sancionadores (PES), de los cuales, en 29 de ellos, se 
denuncia Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género (VPG), lo que 
representa el 9.3% del total de procedimientos que se han hecho del conocimiento de este 
órgano jurisdiccional. Por lo anterior, de los Juicios de la Ciudadanía Local (JDCL), y 
Procedimientos Especiales Sancionadores (PES), resulta un total de 33 asuntos relacionados 
con (VPG). (TEEM et al., 2021: 51) 

 
 
COMPETENCIA DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS PROTECTORES DE DERECHOS HUMANOS 
(OPDH) EN MATERIA DE VIOLENCIA POLÍTICA EN CONTRA DE LAS MUJERES EN RAZÓN DE GÉNERO 
 
La violencia política contra las mujeres en razón de género, además de constituir faltas graves o 
delitos penales, también constituye una violación a los derechos humanos y las libertades 
fundamentales, en este sentido, en 2015, el Mecanismo de Seguimiento de la Convención Belém 
do Pará, conocido como Mesecvi, en el marco de la Sexta Conferencia de los Estados Parte 
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adoptó la Declaración sobre la Violencia y el Acoso Político contra las Mujeres, entre cuyos 
principales compromisos que asumen los Estados miembros se encuentran: 
 

promover que las instituciones electorales y otras entidades públicas que correspondan 
incorporen el tema de la violencia y el acoso político contra las mujeres en el marco de sus 
funciones relacionadas con la organización de las elecciones, la protección de los derechos 
político-electorales de la ciudadanía, la elaboración de políticas de educación cívica, así como en 
su trabajo con los partidos políticos. 

 
Posteriormente, en 2017 la Organización de los Estados Americanos (OEA) y el Mesecvi 
emitieron la Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
las Mujeres en la Vida Política12, instrumento aunque no vinculante, se construye con base en 
las obligaciones y los compromisos internacionales que asumen los Estados y propone un 
modelo conceptual para auxiliarlos en el cumplimiento de sus obligaciones internacionales en 
materia de prevención y erradicación de la violencia política contra las mujeres en razón de 
género.  
 
Esta Ley Modelo, en su artículo 37 refiere que los órganos competentes, incluyendo al órgano 
electoral jurisdiccional, cuando corresponda y ante el riesgo inminente de un daño grave, 
determinarán las medidas de protección y las medidas cautelares aplicables, entre otras:  
 

a) Restringir el acceso de los agresores a los lugares en los que normalmente se encuentra la 
víctima;  

b) Otorgar escoltas a la mujer víctima de violencia y a sus familiares cuando se requiera;  
c) Realizar análisis de riesgos y un plan de seguridad;  
d) Impedir el acceso a armas al agresor; 
e) Retirar la campaña violenta, haciendo públicas las razones. Dicha publicidad deberá ser 

financiada por quien resulte responsable de la violencia; 
f) Retirar un porcentaje del financiamiento público electoral al agresor;  
g) Suspender la candidatura electoral al agresor; 
h) Suspender la elección de un candidato; 
i) Suspender de empleo o cargo público al agresor; 
j) Cualquier otra requerida para la protección de la mujer víctima de violencia y sus familiares 

(OEA et al., 2017, pp. 33-34). 
 

	
12 Cabe señalar que previo a esta Ley Modelo, la igualdad en la participación política está contenida en 
diversos instrumentos jurídicos internacionales ratificados por México, tales como: la Convención sobre 
los Derechos Políticos de la Mujer (1952); la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 1981); el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(1966); y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José, 1978). Así como en la 
Resolución de la Asamblea General 66/130 de la ONU en 2012 que insta a los países miembros a que 
adopten medidas necesarias y alienta al sistema de las Naciones Unidas y otras organizaciones a que presten 
mayor asistencia a los estados en sus esfuerzos nacionales para alentar y promover la participación de la 
mujer en la política. No obstante, señalo esta Ley, así como a la declaración del Mesecvi porque especifican 
de manera contundente la participación de los Organismos Públicos Protectores de Derechos Humanos. 
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Asimismo, establece en su capítulo II Responsabilidades de Los Órganos Competentes y de otras 
Organizaciones de la Vida Política y Pública para la Aplicación de esta Ley, en la sección III, 
artículo 18 De los Organismos Públicos Competentes que:  
 

Las defensorías del pueblo, defensorías de los habitantes y demás órganos de defensa de los 
derechos humanos, podrán ejercer las acciones constitucionales, civiles o administrativas a las 
que hubiera lugar y ser coadyuvante en el fuero penal, en los casos de violación de la presente 
ley y de los derechos en ella consagrados a los fines de garantizar y proteger el ejercicio de los 
derechos humanos de las mujeres víctimas de violencia en la vida política (OEA et al., 2017, p. 
34). 

 
Entre los principales objetivos de esta Ley, la cual ha sido tomada como referencia para las 
diversas reformas a las normas jurídicas y electorales de nuestro país, se encuentra el de plantear 
como estrategia fundamental la participación de un mayor número de instituciones a fin de 
integrar un frente común que coadyuve a la protección integral de la mujer que, por motivos de 
su participación en la vida pública, sea víctima de violencia; es este sentido, los límites a la 
competencia legal de los organismos de protección de los derechos humanos plasmados en sus 
ordenamientos legales constituyentes —artículo 102, apartado B de la Carta Magna que 
determina que dichas instituciones “no serán competentes tratándose de asuntos electorales y 
jurisdiccionales”—, no obstante, al tratarse de organismos de estado protectores de los derechos 
humanos y amparados en el artículo 1º constitucional, están obligados a atender la violación a 
los derechos fundamentales y cumplir con la responsabilidad que le confiere el Estado para 
proteger a la víctima de todo aquello que represente un peligro a su dignidad, integridad y a su 
vida misma, máxime cuando en las reformas actuales, así como en la emisión de Protocolos 
nacionales y estatales se establece su actuación y atribuciones a las que deberán apegarse en 
atención a este tema de violencia política contra las mujeres en razón de género.  
 
Ejemplo de ello es la Ley General de Víctimas que como instrumento jurídico del Estado 
mexicano reconoce y garantiza los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a derechos 
humanos, en su Título Sexto sobre el Sistema Nacional de Atención a Víctimas, capítulo II, 
Integración del Sistema Nacional de Atención a Víctimas, artículo 82, fracción IV, incisos a y b 
refiere que El Sistema Nacional de Atención a Víctimas estará integrado por las instituciones, 
entidades, organismos y demás participantes, aquí enumerados, incluyendo en su caso las 
instituciones homólogas en los ámbitos estatal y municipal:  
 

IV. Organismos Públicos: 
a) El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 
b) Un representante de organismos públicos de protección de los derechos humanos de las 
entidades federativas. 

 
Esta Ley, asimismo advierte en su artículo 107 que:  
 

Toda autoridad que tenga contacto con la víctima estará obligada a recibir su declaración, la cual 
consistirá en una narración de los hechos con los detalles y elementos de prueba que la misma 
ofrezca, la cual se hará constar en el formato único de declaración. El Ministerio Público, los 
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defensores públicos, los asesores jurídicos de las víctimas y las comisiones de derechos humanos 
no podrán negarse a recibir dicha declaración. 

 
Por su parte, la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de 
México, en su artículo 27 septies señala que:  
 

El Instituto Electoral del Estado de México, el Tribunal Electoral del Estado de México, la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, el Poder Judicial del Estado de México, 
los gobiernos estatal y municipal, en sus respectivas competencias, tienen la obligación de 
organizar y dirigir las funciones públicas que garanticen el derecho de las mujeres a una vida 
libre de violencia política.  

 
Por su parte, en el esquema Modelo de Atención Integral a los Casos de Violencia Política contra 
las Mujeres en el Estado de México del Protocolo para la Prevención y Atención de la Violencia 
Política contra las Mujeres en el Estado de México, se advierte que si bien, las responsabilidades 
deben ser resueltas por los órganos o instituciones electorales, penales y administrativas, también 
las instituciones de atención y prevención, así como las instituciones coadyuvantes, como la 
comisión de derechos humanos, pueden atender a las víctimas de violencia, según las 
competencias que la ley les confiera: 
 

Figura 2. Modelo de Atención Integral a los casos de Violencia Política  
contra las Mujeres en el Estado de México, punto 5 

 

 
 

Fuente: TEEM et al., 2019a, p. 168. 
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Figura 3. Mecanismo de atención y prevención para seguimiento de las instituciones coadyuvantes  
  

 
 

 Fuente: TEEM et al., 2019a, pp. 168-169. 
 
Por su parte, en la Guía de Atención en casos de violencia política contra las mujeres por razón 
de género en el Estado de México. Atribuciones y Procedimientos que emitió el Observatorio de 
Participación Política de las Mujeres en el Estado de México, señala que en un acto de violencia 
política contra las mujeres en razón de género la vía de canalización de acuerdo al procedimiento 
interno de la Unidad de Género del IEEM, en el rubro de atención a víctimas, tienen competencia 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México y el Consejo Estatal de la Mujer y 
Bienestar Social, hoy, Secretaría de las Mujeres del Estado de México: 
 

5.7.1. ATRIBUCIONES. En caso de que las víctimas hubiesen acudido previamente ante alguna 
autoridad estatal para denunciar actos de violencia política y hayan recibido respuestas 
inadecuadas por parte de ella, se les explicará que pueden levantar una queja en contra de dicha 
autoridad en la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. Así mismo, se les 
explicará cuáles son los alcances de las recomendaciones emitidas por este organismo y el 
impacto que pueden tener tanto en la atención de su caso específico, como a nivel general en la 
entidad.  
 
5.7.2. PROCEDIMIENTO.  Cómo se presenta una queja por la resignificación:  
La resignificación es la forma de reubicar o re-orientar el sentido de algo cuyo significado ha 
tomado nuevas características en un contexto determinado incluso hasta fuera de él mismo. El 
acuerdo de calificación podrá ser:  
I. Existencia de una presunta violación a derechos humanos.  
II. Incompetencia de la Comisión para conocer de la queja.  
III. Prevención cuando la queja sea imprecisa o no reúna los elementos que permitan la 
intervención del organismo.  
IV. Improcedente. Las medidas precautorias o cautelares tienen por objeto conservar o restituir 
a una persona en el goce de sus derechos humanos, y buscan evitar daños irreparables a las 
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personas. En todo momento, el personal de la Codhem debe atender e informar acerca del 
seguimiento a la queja. 
Los procedimientos ante la Comisión se pueden iniciar a petición de parte u oficio y deben ser 
orales, breves, sencillos y gratuitos, sin mayor formalidad, sujetos a los principios de buena fe, 
igualdad, inmediación, congruencia y concentración (TEEM et al., 2019b). 

 
Figura 4. Procedimiento de Queja ante la Codhem 

 
 

 
 

Fuente: elaboración propia con base en TEEM et al., 2019b, p. 154. 
 
Si nos avocamos al contenido normativo de estas instituciones vemos que el modelo original con 
el cual fueron concebidas ha evolucionado, pues los organismos de protección de los derechos 
humanos, de una categoría de observador de la situación de los derechos humanos se ha 
convertido en una institución que defiende y promueve los mismos, lo cual les ha permitido 
ampliar los alcances con lo que podría favorecerse una visión de mayor compromiso con las 
víctimas de violaciones a sus derechos humanos y con la defensa y promoción de éstos, es decir, 
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el contexto social actual obliga a estos órganos no jurisdiccionales, como refiere Cantú Rivera 
(2017: 29), a “reformular la competencia material de las comisiones de derechos humanos, y de 
poner a la víctima y sus derechos en el centro de las acciones de protección desarrolladas por las 
comisiones”. 
 
Algunos OPDH han aprovechado estos nuevos marcos legales para promover reformas que 
adecuen su normatividad interna a los retos actuales y a los de su contexto particular. Entre estas 
reformas cabría destacar las que: impulsan programas especiales enfocados a personas o grupos 
en situación de discriminación o relacionados con problemáticas específicas de su contexto; la 
creación de órganos u oficinas desconcentradas para la atención a peticionarios o quejosos; la 
especialización de sus áreas de Visitaduría para una mejor atención de sus usuarios; el 
seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones emitidas por el organismo; la elaboración 
de informes especiales sobre la situación de algún derecho humano; así como el favorecimiento 
de mecanismos y espacios de participación para la sociedad civil. 
 
Dichas acciones aunadas a las derivadas de su mandato, tales como brindar protección a la 
población mediante la recepción de quejas por acciones u omisiones de los órganos del Estado 
o de sus agentes que hayan violado los derechos humanos, gestionar y dar seguimiento a las 
investigaciones que contribuyen a determinar la existencia de una violación a los derechos 
humanos, señalar la directa o indirecta responsabilidad del Estado o de sus operadores y 
determinar la adecuada reparación de los daños ocasionados por la actuación indebida del 
Estado, y en los casos que así lo ameriten, solicitar medidas cautelares que prevengan la 
comisión de hechos violatorios de derechos humanos (cuando la violación haya sido consumada, 
deberá llevar a cabo las actuaciones necesarias que le permitan señalar con toda certeza la 
responsabilidad del Estado y velar por la adecuada reparación del daño a las víctimas de dicha 
violación); otra de las acciones fundamentales que desarrollan estos OPDH con fin de prevenir 
la vulneración a los derechos humanos es la promoción de los derechos humanos mediante la 
realización de actividades con contenidos pedagógicos que contribuyen a divulgar y difundir sus 
contenidos.  
 
En este sentido, y en atención al tema que nos ocupa, cuando el TEPJF emitió el Protocolo para 
la Atención de la Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género resaltó que la 
coordinación interinstitucional de autoridades administrativas, jurisdiccionales y penales en 
todos los ámbitos y niveles del Estado mexicano es fundamental en la erradicación de la 
violencia política contra las mujeres en razón de género. Por lo que con este instrumento exhorta 
a la implementación de acciones coordinadas de prevención, atención, orientación y canalización 
de víctimas. 
 
En este contexto, la colaboración interinstitucional es de fundamental trascendencia con respecto 
al tema, pues desde la base teórica del ciclo constitucional garantista, en la triada entre la praxis 
de los derechos humanos, la democracia y el Estado constitucional se suscita una 
interdependencia imposible de romper si se pretende garantizar de manera integral y sustantiva 
un Estado de derecho, así lo refiere Uribe Arzate, (2011: 1253): “la democracia, que es mucho 
más que procesos electorales, no puede estar completa si carece de un sistema de protección y 



	

	

	

Arreola Arreola, Zulairam Janet; Ayala Valdés, Luis Fernando. “La actuación del 
Ombudsperson frente la violencia política contra las mujeres en razón de género”. 
Prospectiva Jurídica, México, UAEM, año 15, número 29, enero-junio 2024, pp., ISSN 
2007-8137, e-ISSN 2683-2577	

	

defensa de los derechos humanos; la justicia constitucional no puede ser plena si su sistema de 
garantías está a medio diseño; el Estado constitucional tampoco puede alimentarse si le faltan 
estos pilares”. Bajo esta perspectiva los organismos protectores de derechos humanos del país 
han hecho modificaciones a su estructura para brindar una mejor atención a los grupos 
vulnerables, en este caso que nos ocupa con el fin de erradicar la violencia contra las mujeres; 
asimismo, participan con voz y voto en los diversos Observatorios que se han generado a fin de 
ser coadyuvantes con las diversas dependencias con respecto a los mecanismos para la 
protección y defensa de las mujeres víctimas de violencia política en razón de género. 
 
Actuación de la Ombudsperson13 frente a la violencia política en contra de las mujeres en 
razón de género en el Estado de México 
 
La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México (Codhem) es un Organismo Público 
Autónomo orientado a prevenir y atender violaciones a los derechos humanos de quienes habitan 
o transitan por el Estado de México, para salvaguardar su dignidad.  
 
En el contexto de la erradicación de la violencia contra las mujeres, y específicamente, de 
violencia por la participación política de las mujeres en el espacio público. La Codhem, mediante 
el Acuerdo 08/2018-24 publicado en la Gaceta del Gobierno del Estado de México, fortaleció 
su estructura orgánica con la creación de la Visitaduría Adjunta de Igualdad de Género a fin de 
sumar acciones para coadyuvar en el acceso efectivo a la igualdad de oportunidades para el 
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos inherentes a mujeres y hombres, 
tomando en cuenta que la participación de la mujer en la política es un poder vital y esencial 
para materializar los derechos humanos. 
 
Esa Defensoría de Habitantes forma parte del Observatorio de Participación Política de las 
Mujeres en el Estado de México que, en septiembre de 2019, aprobó el Protocolo para la 
Prevención y Atención de la Violencia Política contra las Mujeres en razón de Género, el cual 
estipula los asuntos relacionados con la violencia política de género y propone una adecuada 
coordinación entre las instituciones responsables para enfrentar casos de este tipo de violencia 
en los órdenes estatal y municipal. 
 
Asimismo, participó en el Foro Virtual sobre las Reformas Legislativas en materia de paridad 
de género y violencia política contra las mujeres en razón de género: avances y retos, organizado 
por el Observatorio de Participación Política de las Mujeres en el Estado de México, en dicho 
Observatorio el entonces titular de la Codhem, Jorge Olvera García, precisó que la participación 
de la mujer en la política es esencial y materializa su derecho a una vida libre de violencia, con 
pleno respeto a su libertad y dignidad; del mismo modo enfatizó que el ejercicio de los derechos 

	
13 Es una institución que tiene una fuerte participación en la consolidación de la democracia; desde este 
punto de vista contribuye a la gobernabilidad del Estado, es decir, a la capacidad y obligación que tiene 
éste para solucionar de forma pacífica los problemas que plantea la sociedad, principalmente, aquellos que 
tienen que ver con la garantía de los derechos fundamentales. (Bernal Ballesteros, 2015, p. 73). Cabe aclarar 
que antes era nombrado ombudsman, no obstante, ante la necesidad de integrar un lenguaje incluyente en 
todos los contextos se le llama actualmente ombudsperson.  
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políticos electorales de las mujeres no sólo comprende la garantía de la paridad de género en la 
postulación de los cargos públicos, sino que se debe garantizar que durante su participación no 
sean víctimas de violencia política de género, fortaleciéndose así la igualdad sustantiva. Reiteró, 
asimismo que la Codhem continuaría capacitando a las mujeres víctimas de violencia política e 
instó a los 125 Ayuntamientos del Estado de México, poderes públicos, organismos autónomos 
e instituciones políticas, electorales, sociales y de gobierno a crear un frente común que permita 
garantizar los derechos políticos electorales desde los diversos ámbitos públicos.  
 
Del mismo modo, este organismo emitió el Pronunciamiento sobre la Erradicación de la 
Violencia Política de Género en el Estado de México, dicho documento tiene como fin 
coadyuvar con otras instituciones a fin de promover los derechos político-electorales de las 
mujeres y propiciar que se abran y aseguren los espacios públicos sin obstáculos, sobre todo, 
aquellos que vulneran sus derechos humanos y los que ponen en riesgo su integridad física, e 
incluso, la propia vida. Así como reiterar el compromiso de las instituciones que tienen el deber 
de proteger y pugnar activamente por los derechos políticos de las mujeres para que encuentren 
la justa respuesta institucional que necesitan y merecen, y con ello fortalecer la igualdad 
sustantiva en un estado democrático. 
 
Aunado a ello, ha brindado asesorías personalizadas a las mujeres víctimas de este flagelo, 
radicando cuatro expedientes de queja para evitar la violencia política de género: entre ellos, en 
2019, derivó del exhorto de la H. Legislatura del Estado de México a este Organismo, para 
investigar posibles violaciones a los derechos humanos de la ex-síndica del Ayuntamiento de 
Jaltenco, Yuritzi López Oropeza; la Visitaduría de Igualdad de Género inició el expediente 
CODHEM/TOL/IG/07/2019, dando seguimiento a la sentencia emitida por el Tribunal Electoral 
del Estado de México donde se acreditaba Violencia Política de Género, brindando 
acompañamiento, respaldo y asesoría jurídica a la persona afectada.  
 
Asimismo, inició queja contra el presidente municipal del municipio de Xonacatlán, Serafín 
Gutiérrez Morales. En el expediente de queja CODHEM/TOL/IG/25/2020, se solicitaron 
medidas precautorias tendentes a garantizar el derecho a la igualdad de género, en particular el 
derecho de todo ser humano a acceder con justicia e imparcialidad al uso, control y beneficios 
de los bienes y servicios de la sociedad, con la finalidad de lograr una participación equitativa 
entre hombres y mujeres en la toma de decisiones. Lo anterior luego de que la regidora, Simei 
Jared Rincón Bartolo, denunció el año pasado al edil y lo acusó que le negó los recursos 
materiales y humanos para desempeñar su cargo, mientras al resto de los integrantes del cabildo 
sí se los entregaba. Por lo que Gutiérrez Morales, por incurrir en violencia política de género, 
podría no volver aspirar a ningún cargo de elección popular, luego de que el órgano electoral 
acreditó dicha vinculación (Rojas Ventura, 21 de febrero de 2021). 
 
Otra de las investigaciones de los hechos por violencia política de género versa sobre el caso de 
la segunda regidora del Ayuntamiento de Nicolás Romero, Melva Carrasco Godínez, ante los 
hechos argumentados por la víctima sobre la actitud de obstrucción del desempeño del cargo, 
discriminación y trato desigual, se inició el expediente CODHEM/TOL/IG/127/20020. Ante este 
hecho la Codhem dictó medidas precautorias, a fin de salvaguardar el derecho de la regidora en 
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cuanto a la igualdad de género y a acceder con justicia e imparcialidad al uso, control y 
beneficios de bienes y servicios. Hasta la fecha, la Codhem ha convocado a diversas conferencias 
sobre el tema de violencia política en razón de género con las cuales difunde entre la ciudadanía 
las acciones que se deben tomar en caso de ser víctima y algunas de las recomendaciones para 
prevenir este tipo de violencia. 
 
 
CONCLUSIONES  
Con el primer tema que se aborda en este trabajo de investigación, correspondiente a la paridad 
de género, se puede concluir que la demanda de paridad tiene que ver, en primer término, con 
asumir que la democracia sólo será sustantiva si se basa en el reconocimiento de los derechos y 
en la inclusión de todas las personas en la vida pública. Por ello, buscar una representación 
equilibrada entre ambos géneros fue una buena medida de las instituciones competentes en la 
materia, la sociedad civil, los actores participantes en los procesos electorales, así como de los 
organismos de derechos humanos internacionales, nacionales y estatales y las organizaciones no 
gubernamentales, todos en conjunto, abonaron de algún modo para lograr una paridad de género 
que hoy es evidente en nuestro país.  
 
No obstante, existen aún grandes retos a vencer a fin de lograr una transformación de los 
procesos sociales, pues habremos de considerar que el beneficio en la exigencia de la paridad de 
género no es meramente político, sino principalmente social; es decir, con la inclusión de la 
mujer en cargos de representación se transforma al mismo tiempo la manera de ejercer la política 
en las decisiones tomadas.    
 
En este sentido, la participación política de las mujeres en igualdad de condiciones a la de los 
hombres es un requisito indispensable para ejercer la democracia, entendida no sólo como un 
procedimiento mediante el cual se ocupan los espacios de poder, sino como un sistema político 
que garantiza los derechos humanos de todas las personas, pues es evidente que la democracia 
parte del reconocimiento de la igualdad como principio fundamental. 
 
Ahora bien, considero fundamentales diversas acciones que han enfocado sus esfuerzos en 
promover la paridad de género, tales como decretarla como principio constitucional; no obstante, 
para garantizar el impacto de la participación de las mujeres en el ámbito político en igualdad 
sustantiva es necesaria la implementación de medidas de distinta índole que estén orientadas a 
propiciar la nula violencia política contra las mujeres en razón de género, entre ellas, romper con 
las trabas institucionales, estructurales y prácticas que dificultan el acceso de las mujeres a la 
justicia, como poner fin a los estereotipos discriminatorios y coadyuvar con los organismos 
protectores de derechos humanos para la difusión de las prerrogativas fundamentales, pues en 
muchos casos el desconocimiento de éstas propicia su vulneración, en este sentido, es importante 
capacitar a miembros del Poder Judicial, a  los profesionales de la justicia, así como a los 
encargados de hacer cumplir la ley, incluida la policía, esto con el fin de que en todo el proceso 
que va de la denuncia al juicio persista la perspectiva de género y con ello evitar la 
revictimización y propiciar que los agresores sean sancionados como lo estipulan los 
ordenamientos jurídicos.  
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 Del mismo modo, es importante hacer frente, por un lado, al escaso conocimiento de las 
mujeres, en particular las víctimas de la violencia política en razón de género, de los derechos 
que les reconoce la Convención y de los recursos legales a su disposición; y por otro lado, 
propiciar que este tipo de violencia no se normalice, promover la cultura de la denuncia y abatir 
la impunidad, aunado a ello, exigir que las autoridades competentes actúen en correspondencia 
y subsanen las deficiencias de los sistemas de justicia penal, esto con el fin de que el fenómeno 
de la violencia contra las mujeres en la política no sea subsumido por la violencia contra los 
políticos y la violencia en la sociedad en general. 
 
Finalmente, es importante destacar que en el ámbito de la violencia política se vulneran distintos 
bienes jurídicos tutelados que están tipificados y pueden denunciarse como delitos en general 
ante las autoridades competentes jurisdiccionales como las fiscalías especializadas, las fiscalías 
generales de los estados y la Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres 
y Trata de Personas (FEVIMTRA); también podrá querellarse como delito electoral ante la 
Fiscalía Especializada para la Atención de los Delitos Electorales (Fepade), las fiscalías locales 
electorales estatales; asimismo, se podrá manifestar como infracciones electorales ante el 
Instituto Nacional Electoral (INE), el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF), los Organismos Públicos Locales Electorales (OPLES), los Tribunales estatales 
electorales y el Sistema de Justicia Intrapartidaria, la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas 
Partido Político; del mismo modo se puede denunciar como una responsabilidad de servidores 
públicos ante los Centros de Justicia para Mujeres, el Instituto Nacional de las Mujeres, 
Inmujeres, Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, Comisión Nacional de Derechos 
Humanos e Instituciones Estatales de Derechos Humanos.  
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